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Mediante la aprobacién de la Ley 39/20006, de 14 de diciembre, de Pro-
mocién de la Autonomia Personal y Atencidn a las personas en situacién de
dependencia, que entré en vigor el 1 de enero de 2007, se viene a instaurar,
en nuestra legislacién, un nuevo sistema de atencién a las personas en situa-
cién de dependencia y de promocién de su autonomia personal que consti-
tuye uno de los principales retos de la politica social, atender las necesidades
de aquellas personas que, por encontrarse en situacién de especial vulnera-
bilidad, requieren ayuda para desarrollar las actividades esenciales de la vida
diaria y alcanzar una mayor autonomfa personal.

Siguiendo los mandatos contenidos en los articulos 49 y 59 del texto
constitucional, referentes a la atencién a personas con discapacidad y a per-
sonas mayores, la Ley regula las condiciones bdsicas de promocién de la
autonomia personal y de atencidn a las personas en situacién de dependen-
cia a través de la creacién e implantacién de un Sistema para la Autonomia
y Atencién a la Dependencia (SAAD), configurando un derecho basado en
los principios de universalidad, y acceso a las prestaciones en condiciones de
igualdad, con la colaboracién y participacién de todas las Administraciones
Pablicas y la garantia por la Administracién General del Estado de un con-
tenido minimo comtuin de derechos para todos los ciudadanos en cualquier
parte del territorio espafol.

En consecuencia, el Sistema para la Autonomia y Atencién a la Depen-
dencia se configura como una accién coordinada y cooperativa de la Admi-
nistracién General del Estado y las Comunidades Auténomas con la parti-
cipacién de las Entidades Locales, para desarrollar los mecanismos e
instrumentos necesarios para hacer frente a las necesidades derivadas de las
situaciones de dependencia.

Es mi intencién analizar en este capitulo la configuracién y el desarrollo
del SAAD desde la aprobacién de la Ley, tomando como referencia para el
andlisis lo establecido en el articulado de la Ley con los acuerdos adoptados
por el Consejo Territorial y las disposiciones reglamentarias aprobadas por
el Gobierno.

I. EL SISTEMA PARA LA AUTONOMIA Y ATENCION
A LA DEPENDENCIA: CARACTERISTICAS ESENCIALES

La Ley 39 /2006 dedica el Capitulo I a regular el Sistema para la Auto-
nomia Personal y Atencién a la Dependencia. Aunque no existe una defini-
cién de en qué consiste formalmente el Sistema, a lo largo del articulado se
va configurando a través de la determinacién de su finalidad, el estableci-
miento de los niveles de proteccidn, la concrecién de las prestaciones de
dependencia que se garantizan, la participacién de las distintas Administra-
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ciones Publicas en su gestién y financiacién y el dmbito subjetivo de protec-
cién, definiendo los grados y niveles de dependencia y su valoracién.

El diccionario de la Real Academia define Sistema como “conjunto de
reglas o principios sobre una materia racionalmente enlazados entre si” o
“conjunto de cosas que relacionadas entre si ordenadamente contribuyen a
determinado objeto”.

Se ha debatido, a nivel politico administrativo en las reuniones de Di-
rectores Generales de las Comunidades Auténomas con el IMSERSO, si el
SAAD tal y como se regula en la ley es un verdadero sistema o si por el con-
trario, como quiera que la dependencia forma parte de los servicios sociales,
este término deberfa reservarse para definir a éstos. De cualquier forma, se
puede decir que se dan los requisitos necesarios para que al conjunto de
elementos (fines, niveles y modalidades de proteccién, gestién y financia-
cién), que operan con interdependencia y se interrelacionan para lograr el
objetivo comidn de promocidn de la autonomia y atencién a la dependencia,
se le denomine Sistema, sin perjuicio de que pueda integrarse en un sistema
mds amplio de servicios sociales o de bienestar social si incorporamos la
Sanidad y la Seguridad Social.

No existe, sin embargo, un ente con personalidad juridica propia que
represente al Sistema en su integridad, aunque si se ha creado un Consejo
Territorial como érgano de coordinacién. La direccién y representacién le
corresponde a los érganos que las Comunidades Auténomas determinen en
su respectivo territorio y al Ministerio, a través del IMSERSO, en su dmbito
competencial.

El SAAD nace con las siguientes finalidades?

— Garantizar las condiciones bdsicas y el contenido comun en todo el
territorio del Estado.

— Servir de cauce para la colaboracién y participacién de las distintas
Administraciones Publicas.

— Optimizar los recursos pablicos y privados disponibles, para lo cual
establece una red de centros y servicios del Sistema.

Podemos decir que el legislador al determinar estos fines estd pensando,
por una parte, en aquellos aspectos comunes de la proteccién que deben

> Art. 6: “1. El Sistema para la Autonomfa y Atencién a la Dependencia garantiza las con-
diciones bdsicas y el contenido comtin a que se refiere la presente Ley; sirve de cauce para la
colaboracién y participacién de las Administraciones Publicas, en el ejercicio de sus respectivas
competencias, en materia de promocién de la autonomia personal y la atencién y proteccién a
las personas en situacién de dependencia; optimiza los recursos publicos y privados disponibles,
y contribuye a la mejora de las condiciones de vida de los ciudadanos”.
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darse en todo el territorio del Estado (que analizaremos con detalle mds
adelante) y, por otra, en el Consejo territorial como érgano de cooperacién
del SAAD.

En este mismo articulo, en el que se define la finalidad del Sistema, se dice
que “el Sistema se configura como una red de utilizacién publica que integra,
de forma coordinada, centros y servicios, ptblicos y privados”. Asi definida,
esta configuracién resulta insuficiente, considero que el SAAD es mds que los
centros y servicios que se ponen a disposicién de los ciudadanos, es también
la proteccién que se ofrece, las intensidades de los servicios y la cuantia de las
prestaciones econdmicas, ademds del procedimiento de financiacién.

I1.1. Evr SisTEMA PARA LA AUTONOMIA PERSONAL Y ATENCION
A LA DEPENDENCIA (SAAD) UNA NUEVA MODALIDAD DE PROTECCION
SOCIAL EN EL MARCO DE LOS SERVICIOS SOCIALES

El SAAD amplia y complementa la accién protectora del Estado y del
Sistema de la Seguridad Social, potenciando el avance del modelo de Estado
social que consagra la Constitucién Espafiola y promoviendo el compromi-
so de todos los poderes publicos para dotar de los recursos necesarios para
hacer efectivo un sistema de servicios sociales de calidad, garantista y plena-
mente universal. En la exposicién de motivos de la Ley se dice:

“La necesidad de garantizar a los ciudadanos, y a las propias Comunidades
Auténomas, un marco estable de recursos y servicios para la atencién a la depen-
dencia y su progresiva importancia lleva ahora al Estado a intervenir en este
4mbito con la regulacién contenida en esta Ley, que la configura como una nue-
va modalidad de proteccién social que amplia y complementa la accién protec-
tora del Estado y del Sistema de la Seguridad Social.

Se trata ahora de configurar un nuevo desarrollo de los servicios sociales del
pals que amplie y complemente la accidn protectora de este sistema, potencian-
do el avance del modelo de Estado social que consagra la Constitucién Espafiola,
potenciando el compromiso de todos los poderes puiblicos en promover y dotar
los recursos necesarios para hacer efectivo un sistema de servicios sociales de ca-
lidad, garantistas y plenamente universales. En este sentido, el Sistema de Aten-
cién de la Dependencia es uno de los instrumentos fundamentales para mejorar
la situacién de los servicios sociales en nuestro pafs, respondiendo a la necesidad
de la atencidn a las situaciones de dependencia y a la promocién de la autonomia
personal, la calidad de vida y la igualdad de oportunidades.”?

> Ley 39/2007, de 14 de diciembre, de Promocién de la Autonomia Personal y Atencién a
las personas en situacién de dependencia. Exposicién de motivos 1.
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Tres aspectos merecen la pena destacarse; el primero, estamos ante un
nuevo desarrollo constitucional del Estado social de derecho que promueve
nuestra constitucion, en cumplimiento del mandato a los poderes publicos
de los articulos 49 y 50 de la Carta mdxima, por el que se garantiza la pro-
teccién de aquellas personas con discapacidad y mayores en situacién de
dependencia; el segundo, la proteccién se hace efectiva mediante la creacién
de un nuevo Sistema que viene a ampliar los sistemas de proteccidn ya exis-
tentes, el sanitario, el de servicios sociales y el de seguridad social; el tercero
hace referencia al marco en el que ha de desarrollarse este nuevo sistema, que
no es otro que el de los servicios sociales que actualmente se presta por las
Comunidades Auténomas.

Los derechos garantizados por las leyes pretenden asegurar un nivel mini-
mo de servicios que faciliten a los ciudadanos su desarrollo personal a través
de las prestaciones de servicios de las Administraciones Publicas. En este sen-
tido, la Constitucién Espanola, a lo largo de su articulado, establece mandatos
a los poderes puiblicos que garanticen la proteccién publica de los ciudadanos
y, en particular, de las personas mayores o con discapacidad. Siguiendo el
andlisis de estos mandatos de lo general a lo particular, queda justificada la
accién reguladora en esta materia. El articulo 9.2 establece que “corresponde
alos poderes puiblicos promover las condiciones para que la libertad y la igual-
dad del individuo y de los grupos en que se integran sean reales y efectivas;
remover los obstdculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la par-
ticipacién de todos los ciudadanos en la vida politica, econédmica, cultural y
social”. Asimismo, el articulo 41 alude a que “los poderes piblicos manten-
drdn un régimen publico de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que
garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de
necesidad...”. El articulo 49 obliga a los poderes publicos a realizar una politi-
ca de integracién social de los ciudadanos con discapacidad “para el disfrute
de los derechos que éste titulo otorga a todos los ciudadanos”. Y el articulo 50,
en fin, insta a los poderes publicos a garantizar “mediante pensiones adecua-
das y periédicamente actualizadas, la suficiencia econémica a los ciudadanos
durante la tercera edad. Asimismo, y con independencia de las obligaciones
familiares, promoverdn su bienestar mediante un sistema de servicios sociales
que atenderdn sus problemas especificos de salud, vivienda, cultura y ocio”.

El segundo aspecto, al que me referfa anteriormente, es la creacién de un
nuevo Sistema que amplia y complementa los servicios y prestaciones ya
existentes en el dmbito del Estado y de la Seguridad Social.

No es cuestién, en este momento (algunas reflexiones se hacen en el
primer capitulo de este monogrifico), de analizar las razones a favor y en
contra de que el nuevo sistema de proteccién se situara en el marco de la
Seguridad Social, pero si cabe afirmar que ello ha condicionado el conteni-
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do de la ley, su tramitacién parlamentaria y su desarrollo y aplicacién para
bien y para mal.

El tercer aspecto se refiere a la relacién del SAAD con el sistema de ser-
vicios sociales. Este tema ha constituido uno de los asuntos mds polémicos
durante el periodo entre la aprobacién del anteproyecto y el proyecto por el
Consejo de Ministros. La mayor parte de los expertos?, asi como de las Ins-
tituciones que se manifestaron sobre el tema se inclinaban porque el Sistema
de la Dependencia formara parte de la Seguridad Social. Este asunto fue
resuelto en el texto que se envia al Congreso y mejorado durante la tramita-
cién parlamentaria.

En las reuniones de las Comunidades Auténomas con el IMSERSO, a
nivel de Directores Generales, se adopta el acuerdo de vincular la proteccién
de la dependencia a los servicios sociales. Tienen especial relevancia las ob-
servaciones respecto del disefio del modelo de gestién, que se formulan en
este dmbito, acordando que “la puerta de entrada al Sistema” se realice a
través de los servicios sociales municipales.

También los centros de servicios sociales y las organizaciones profesiona-
les de los mismos contribuyeron a mejorar el texto del proyecto en el trdmi-
te parlamentario.

Ademds de la referencia expresa de la exposicién de motivos, citada ante-
riormente, el articulo 16, apartado 1 establece que “las prestaciones y servi-
cios establecidos en esta Ley se integran en la Red de Servicios Sociales de las
respectivas Comunidades Auténomas en el dmbito de las competencias que
las mismas tienen asumidas”. Especial relevancia tiene la redaccién del arti-
culo 29 sobre el programa individual de atencién “En el marco del procedi-
miento de reconocimiento de la situacién de dependencia y las prestaciones
correspondientes, los servicios sociales correspondientes del sistema publico
establecerdn, un Programa Individual de Atencién en el que se determinardn
las modalidades de intervencién mds adecuados a sus necesidades...”.

1.2. LA PROMOCION DE LA AUTONOMTA Y LA ATENCION A LA DEPENDENCIA
UN DERECHO SUBJETIVO DE CIUDADANIA

La Ley de Promocién de la Autonomia Personal y Atencién a las perso-
nas en situacién de dependencia establece en su frontispicio que “la presen-
te Ley tiene por objeto regular las condiciones bdsicas que garanticen la

* RopriGUEZ CaBRERO, Gregorio: La proteccidn social de la dependencia en Espana, Funda-
cién Alternativas, n.° 44//2004.

RobriGuez RopRriGUEZ, Pilar: £/ Sistema de Servicios Sociales espafiol y las necesidades deri-
vadas de la atencién a la dependencia, Fundacién Alternativas, n.° 87/2006.
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igualdad en el ejercicio del derecho subjetivo de ciudadania a la promocién
de la autonomfia personal y atencién a las personas en situacién de depen-
dencia, en los términos establecidos en las leyes.” No suele ser habitual que
las leyes en las que se reconocen derechos califiquen su naturaleza. No lo
hacen ni la Ley General de Seguridad Social, ni la Ley General de Sanidad,
ni las sucesivas leyes de educacién. Es a la doctrina a quien le corresponde,
en funcién de su regulacién, opinar sobre ello.

Considero que la ley define con precisién el derecho y su alcance cuando
afirma “Las personas en situacién de dependencia tendrdn derecho, con
independencia del lugar del territorio del Estado espafiol donde residan, a
acceder, en condiciones de igualdad, a las prestaciones y servicios previstos
en esta Ley, en los términos establecidos en la misma”®.

sPor qué si esto es asi, en esta Ley en particular se califican como de de-
recho subjetivo y de ciudadania los servicios y prestaciones que establece?

En la negociacién con los agentes sociales este aspecto constituye uno de
los elementos fundamentales. Piden expresamente que figure en el acuerdo a
suscribir, porque nadie discute en este pais que las prestaciones de seguridad
social a la jubilacién, invalidez, viudedad, o cualquiera otra de las estableci-
das, son un derecho subjetivo de los ciudadanos que rednan los requisitos
establecidos en la ley; ahora bien, si la proteccién de la dependencia se resi-
dencia fuera del marco de la seguridad social se consideré que era necesario
remarcar el cardcter de derecho y la capacidad del ciudadano de reclamarlo.

El proyecto de ley aprobado por el Gobierno no dice expresamente que
sea un derecho subjetivo, es en el trdmite parlamentario en el Congreso, en
el que se acepta una enmienda del Grupo Socialista y de los Grupos de Ez-
querra Republicana e Izquierda Unida en la que se propone y acepta la si-
guiente redaccién: “La presente Ley tiene por objeto regular las condiciones
bdsicas que garanticen /a igualdad en el ejercicio del derecho subjetivo de ciu-
dadania a la promocién de la autonomia personal y atencién a las personas
en situacién de dependencia, en los términos establecidos en las leyes”. Con esta
enmienda se recoge la posicién de un sector importante de la sociedad, sin-
dicatos, asociaciones de personas mayores, de discapacitados y de profesiona-
les, que piden mayor precisién y concrecién tanto sobre la naturaleza del
derecho como sobre las condiciones de igualdad para su ejercicio.

El derecho subjetivo consiste en la facultad o poder de hacer valer los
derechos propios, limitar los ajenos, poseer o exigir algo conforme a la nor-
ma juridica. Conlleva dos elementos sustanciales: El interno de “poder” o
“sefiorio”, la posibilidad de hacer o querer conforme al imperativo juridico

> Ley 39/2006. Art. 1.
¢ Ley 39/2006. Art. 4. 1.
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y dentro de sus limites. Por ejemplo, la capacidad del duefio de una finca
para explotarla, arrendarla, venderla, segtin la ley; y el formal o externo de
“pretensién”, que consiste en la posibilidad de exigir de otra persona su con-
cesién y el respeto de su poder o seforio y, consecuentemente, en la posibi-
lidad de reaccionar contra toda perturbacién que se le ocasione en el ejerci-
cio de aquél, también dentro del limite del ordenamiento juridico.

El derecho subjetivo presupone de normas objetivas donde se encuen-
tren establecidos los supuestos de hecho o hipétesis legales, que sustenten la
accién que el sujeto pretenda ejercer. En este supuesto las normas que dan
cobertura al derecho son la ley de Promocién de la Autonomia Personal y
Atencidn a las personas en situacién de dependencia y aquellas que por ra-
z6n de la materia le sean de aplicacién.

La legitimidad para ejercer el derecho subjetivo se refiere al conjunto de
condiciones que la norma objetiva exige a los sujetos que pretendan accio-
narlo. Es la propia disposicién legal, en su contexto con las otras normas del
ordenamiento juridico, la que condiciona los requisitos que debe reunir la
persona para que por si misma pueda tener la legitimidad que la ley exige
para ejercer validamente su derecho.

Los derechos subjetivos garantizan también la posibilidad de ejercitar
una serie de pretensiones por parte de los titulares del mismo, que tienen
por finalidad la intervencién de otros sujetos en su proceso de realizacién.
Esta intervencién puede consistir en el cumplimiento de las obligaciones
(positivas o negativas) que forman parte de la estructura del derecho o en la
adopcién de medidas juridicas de proteccidn.

Este es un derecho que por razén del cardcter del sujeto frente al que se
tiene interés o poder juridicamente protegido, tiene la condicién de los de-
rechos subjetivos publicos, que son los que atribuyen facultades que corres-
ponden a los sujetos en sus relaciones con el Estado, frente a los derechos
subjetivos privados, que son aquéllos cuyo contenido de facultades o posibi-
lidades de accién tiene como correlato inmediato el comportamiento de
sujetos particulares.

A los efectos de esta ley el derecho subjetivo ha de entenderse como la
facultad o poder que tiene la persona, que redna los requisitos exigidos, para
solicitar el reconocimiento de la condicién de dependencia y disfrutar de las
prestaciones que le correspondan y exigir de los demds que no lo perturben
o interfieran.

Una manifestacién del ejercicio de derecho subjetivo es la de posibilitar
su defensa recurriendo ante los érganos de la Administracién o judiciales en
el supuesto de considerar que su derecho no ha sido adecuadamente satisfe-
cho. La ley entre los derechos de las personas en situacién de dependencia
senala precisamente el de “iniciar las acciones administrativas y jurisdiccio-
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nales en defensa del derecho que reconoce la presente Ley en el apartado 1
de este articulo. En el caso de los menores o personas incapacitadas judicial-
mente, estardn legitimadas para actuar en su nombre quienes ejerzan la pa-
tria potestad o quienes ostenten la representacién legal””’

El derecho de ciudadania que predica la norma respecto de la promo-
cién de la autonomia y atencién a la dependencia no queda explicitado en
su alcance. Este término, que empieza a ser normal en la terminologfa poli-
tica, es relativamente nuevo en el dmbito legislativo nacional, aunque es
bastante comun en las disposiciones europeas. El concepto de derecho de
ciudadania varfa respecto de a que ciudadano nos referimos; si al nacional
estatal que tendrfa plenos derechos, al comunitario con iguales derechos en
algunas materias y reducidos en otras, o al extracomunitario que tiene limi-
tados sus derechos sobre los ciudadanos nacionales a aquellos que expresa-
mente le son reconocidos por la ley de extranjerfa.

Cabe hacer una primera interpretacién de cuando la ley se refiere a este
derecho como un derecho de ciudadania, lo hace porque entiende que son
titulares del mismo todos los ciudadanos por el hecho de serlo, sin ningin
otro requisito especifico distinto que pudiera excluirlo. No tendrian por
tanto la consideracién de derechos de ciudadania las pensiones de jubilacién
contributivas, en tanto en cuanto para ser beneficiario de ellas se precisa
como requisito, ademds de tener la edad de 65 afos, haber cotizado a la
Seguridad Social durante un nimero determinado de afos.

Hablar de derecho de ciudadania es hacerlo de derecho universal para to-
dos. La ley asi lo proclama entre sus principios: “La universalidad en el acceso
de todas las personas en situacién de dependencia, en condiciones de igualdad
efectiva y no discriminacién, en los términos establecidos en esta Ley” ®.

La declaracién que hace la ley de derecho subjetivo y de ciudadania lo
hace precisando ‘en los términos establecidos en las leyes”. Por lo tanto, han de
cumplirse los requisitos y condiciones establecidos en ella para ser titulares
del derecho: Ser espanol y cumplir los siguientes requisitos’:

a) Encontrarse en situacién de dependencia en alguno de los grados
establecidos. (Para los menores de 3 afios se establecen especifica-
ciones en sistema de valoracién y en el régimen prestacional).

La Ley en el trdmite parlamentario suprimié el requisito de exclusién de
los menores de 3 afios, que se regulaban en una disposicién adicional, e in-

7 Ley 39/2006. Art. 4. 2.
8 Ley 39/2006. Art. 3 b).
? Ley 39/2006. Art. 5.
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corporé el inciso con la referencia a la proteccidn especial a los menores de
3 afios de la disposicién adicional tercera. Esta modificacién no amplia la
proteccién de estos nifios, que se seguirdn rigiendo por el régimen prestacio-
nal especial de la disposicién citada, pero evita en el texto articulado la
apariencia de desproteccién a que daba lugar la redaccién del Proyecto de
Ley.

b) Residir en territorio espanol y haberlo hecho durante cinco afios, de
los cuales dos deberdn ser inmediatamente anteriores a la fecha de
presentacion de la solicitud. Para los menores de cinco afios el perio-
do de residencia se exigird a quien ejerza su guarda y custodia.

Una de las primeras cuestiones que se plantean es el alcance del derecho
respecto de los ciudadanos europeos residentes en Espana, a la vista de lo
regulado en esta ley y a las disposiciones y jurisprudencia de la Unién Euro-
pea (UE).

La ley 39/2000, establece: “Las personas que, reuniendo los requisitos
anteriores (estar en situacién de dependencia y residencia en Espafia), carez-
can de la nacionalidad espafola se regirdn por lo establecido en la Ley Or-
gdnica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros
en Espafa y su integracién social, en los tratados internacionales y en los
convenios que se establezcan con el pais de origen” '°. De conformidad con
este apartado a los ciudadanos europeos residentes en Espafna habrd de apli-
cdrseles lo dispuesto en los tratados internacionales de la UE, asi como las
normas que lo desarrollan y la interpretacién que sobre las mismas realiza la
jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas
(TJCE). Sin embargo, se plantea la duda sobre qué normativa, en concreto
de la UE, le es de aplicacién respecto de las prestaciones de dependencia, si
le es 0 no de aplicacién el Reglamento 1408/71. Sobre este asunto ya ha
habido reflexiones de los expertos''. A la vista de las sentencias del TJCE
(0-160/96 “Molineaar”, 0-215/99 “Jauch” y 286/039 “Hosse”), se plantean
dudas sobre si las prestaciones de dependencia, tal y como se configuran en
la ley, pueden quedar excluidas del dmbito de aplicacién del citado Regla-
mento, teniendo en cuenta que su inclusién o no, segin el criterio del Tri-

1 Ley 39/2006. Art. 5. 2.

""" Garcia DE CORTAZAR, Carlos: “Libre circulacién de pacientes en la Unién Europea. La
atencién a la dependencia y la tarjeta sanitaria europea”, Revista del Ministerio de Trabajo y Asun-
tos Sociales, nam. 47, 2004.

Pan1zo RoBLEs, José Antonio: “La cobertura social de la dependencia”, Revista de Trabajo y
Seguridad Social, nim. 286.
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bunal, se fundamenta en los elementos constitutivos de cada prestacién, en
su finalidad y en los requisitos exigidos para su concesién, independiente-
mente de que la prestacién se encuentre o no definida como prestacién de
seguridad social por la legislacién nacional del pais. La primera de las sen-
tencias se refiere a la aplicacién del sistema alemdn y las otras dos al austria-
co; ambos sistemas se enmarcan claramente en el modelo de seguridad social
con cotizaciones especificas para este fin. No obstante, la naturaleza no con-
tributiva de las prestaciones no es considerada por el TJCE como causa de
no inclusién en el Reglamento. Asimismo, el TJCE ha estimado que la in-
clusién de una prestacién en el Anexo II de Reglamento 1407/71 no es su-
ficiente para que no le sea de aplicacién el mismo.

Los efectos resultantes de la consideracién de estas prestaciones como de
seguridad social darfa lugar a la aplicacién del principio de igualdad de tra-
to, lo que supone la equiparacién de los ciudadanos de la UE a los naciona-
les y, en consecuencia, a la exportabilidad de las prestaciones econémicas
cuando el beneficiario traslade su residencia a otro Estado. Las prestaciones
de servicio o en especie, en terminologfa europea, tendrian la consideracién
de prestaciones complementarias de enfermedad vy, por lo tanto, reembolsa-
bles por el pais de origen.

Se plantea una segunda cuestién relacionada con el alcance de este dere-
cho, por una parte en relacién con los espafioles no residentes en Espana y,
por otra, respecto de los emigrantes espafioles retornados que no cumplen el
requisito de residencia establecido de cinco afios y dos inmediatamente an-
teriores a la fecha de presentacién de la solicitud. La Ley establece que “el
Gobierno podrd establecer medidas de proteccién a favor de los espafnoles
no residentes en Espafa”. Y que asimismo “establecerd, previo acuerdo del
Consejo Territorial del Sistema para la Autonomfia y Atencién a la Depen-
dencia, las condiciones de acceso al Sistema de Atencién a la Dependencia
de los emigrantes espafioles retornados” 2.

Respecto del primer supuesto, el Gobierno todavia no ha establecido
medidas concretas de proteccién, aunque el Estatuto de la ciudadania espa-
fiola en el exterior contempla dos medidas concretas': “Los poderes publi-
cos prestardn especial apoyo, en particular econémico, a aquellos centros y
asociaciones de espanoles en el exterior y retornados en el Estado espafol
que cuenten con infraestructuras adecuadas para la atencién de personas
mayores o en situacién de dependencia. Se incentivardn las redes que gene-
ren un mejor aprovechamiento de los recursos publicos”.

12 Ley 39/2006. Art. 5 3 y 4.

3 Ley 40/2006, de 14 de diciembre, del Estatuto de la ciudadania espafiola en el exterior.
Art. 20. 3.
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“Los poderes publicos, en el marco de la regulacién de la atencién a la
dependencia, desarrollardn medidas especificas, especialmente de cardcter
asistencial, sanitario y farmacéutico, encaminadas a la consecucién del bien-
estar integral de la ciudadanfa espafola en el exterior en situacién de nece-
sidad, en aras de alcanzar la gradual asimilacién a las prestaciones vigentes
del Sistema para la Autonomia y Atencién a la Dependencia, conforme a lo
que disponga la legislacién vigente”.

Para el segundo de los supuestos el Gobierno ha regulado, previo
acuerdo del Consejo Territorial, la proteccién de los emigrantes espanoles
retornados con igual contenido y extensién que las prestaciones y ayudas
econdémicas reguladas en la misma, de conformidad con las siguientes
pautas'®:

— El coste de los servicios y prestaciones econdmicas serd asumido por
la Administracién General del Estado y la correspondiente Comuni-
dad Auténoma, en la forma establecida en el articulo 32 de la Ley
39/20006, de 14 de diciembre.

— El beneficiario participard segin su capacidad econémica en la fi-
nanciacién de las prestaciones, que serd también tenida en cuenta
para determinar la cuantia de las prestaciones econémicas.

— Las prestaciones se reconocerdn siempre a instancia de los emigran-
tes espanoles retornados y se extinguirdn, en todo caso, cuando el
beneficiario, por cumplir el periodo exigido de residencia en territo-
rio espafiol, pueda acceder a las prestaciones del Sistema para la Au-
tonomia y Atencidn a la Dependencia.

[.3. UN MODELO BASADO EN LA COOPERACION TERRITORIAL

La Ley no solo proclama la cooperacién interadministrativa entre sus
principios', sino que incluso regula los érganos y los instrumentos de cola-
boracién que han de hacerlo posible. Se crea un Consejo Territorial, como
érgano esencial para el desarrollo y aplicacién del Sistema, constituido por
representantes de la Administracién General del Estado y de las Comunida-
des Auténomas.

!4 Real Decreto 727/2007, de 8 de junio, sobre criterios para determinar las intensidades
de proteccidn de los servicios y la cuantia de las prestaciones econémicas de la Ley 39/2006, de
14 de diciembre, de Promocién de la Autonomia Personal y Atencién a las personas en situacién
de dependencia, Disposicién adicional.

5 Ley 39/2007, de 14 de diciembre, de Promocién de la Autonomia Personal y Atencién
a las personas en situacién de dependencia. Art. 3. ).
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El Consejo Territorial tiene la misién de configurar un Sistema para la
Autonomia y Atencién a la dependencia homogéneo en todo el territorio
del Estado, al mismo tiempo que respetuoso con las peculiaridades que cada
Comunidad Auténoma desee establecer en el ejercicio de sus respectivas
competencias.

Al Consejo le corresponde desarrollar las funciones que constituyen los
elementos esenciales del Sistema'®:

— Acordar el marco de cooperacién para el desarrollo y financiacién de

la Ley.

— Establecer los criterios para determinar la intensidad de proteccién

de los servicios.

— Acordar las condiciones y cuantia de las prestaciones econdmicas.

— Adoptar los criterios de participacién del beneficiario en el coste de

los servicios.

— Acordar el baremo comun para determinar el acceso a los servicios y

prestaciones, asi como los criterios bdsicos del procedimiento de va-
loracién y de las caracteristicas de los 6rganos de valoracién.

El resto de las funciones del Consejo Territorial contribuyen a destacar
la importancia de este érgano y a configurarlo como “cauce de cooperacién,
comunicacién e informacién entre las Administraciones Puablicas”.

La aplicacién del SAAD deberd hacerse teniendo en cuenta el reparto de
funciones entre las diferentes administraciones. La ley destaca la participa-
cién de la Administracién General del Estado, de las Comunidades Auténo-
mas y de las Entidades Locales y desarrolla los procedimientos de coopera-
cién entre la Administracién General del Estado y las Comunidades
Auténomas, mediante convenios entre ambas administraciones en los que
se acordardn los objetivos, medios y recursos para la aplicacién de los servi-
cios y prestaciones del SAAD, incrementando el nivel minimo de protec-
cién fijado por el Estado'.

Este régimen de cooperacién es la gran novedad de esta ley. No hubiera
sido posible la creacién de este sistema de proteccién de la dependencia, que
reconozca un derecho para todos los ciudadanos del Estado, sin recurrir a
procedimientos de colaboracién entre las distintas administraciones.

Para ello, la Ley prevé un dmbito de cooperacién extraordinariamente
formalizado, en el que, de forma absolutamente novedosa, el desarrollo regla-

16 Ley 39/2007, Art. 8.

17 Ley 39/2007, de 14 de diciembre, de Promocién de la Autonomia Personal y Atencién
a las personas en situacién de dependencia. Art. 10. Cooperacién entre la Administracién Ge-
neral del Estado y las Comunidades Auténomas.
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mentario que la Ley atribuye al Estado se condiciona al previo acuerdo de
Estado y Comunidades Auténomas en el Consejo territorial. Esta atribucién
de competencias, tan relevantes, al Consejo Territorial plantea la cuestién de
qué hubiera ocurrido si el Consejo no hubiera sido capaz de llegar a acuerdos
sobre los aspectos fundamentales de desarrollo antes sefialados. La contesta-
cién no puede ser otra que la Ley no hubiera podido desarrollarse. De ah{ la
importancia que, en su momento, tuvo la aprobacién del reglamento del
Consejo, especialmente en lo que se refiere al régimen de adopcién de acuer-
dos. Ello dio lugar a un recurso contencioso de las Comunidades Auténomas
de Madrid y Murcia, en el que se cuestionaba el régimen previsto de adop-
cién de acuerdos por mayorias, pidiendo la unanimidad. La sentencia de la
Sala afortunadamente ha desestimado el recurso, pues en caso contrario una
sola Comunidad Auténoma hubiera podido paralizar el desarrollo de la Ley

La importancia y papel que debe jugar este 6rgano se advierte ya en su
composicién, puesto que en su seno tienen cabida representantes de todas
las Administraciones Publicas, con lo que se persigue que las decisiones
emanadas del Consejo cuenten con el mayor respaldo posible y sean fruto
de un consenso por parte de los sujetos que, en dltima instancia, serdn los
responsables de llevar a la prdctica lo dispuesto en la Ley 39/2000.

Hasta la fecha el citado Consejo ha adoptado varios acuerdos imprescin-
dibles para avanzar en la implantacién del SAAD y que con posterioridad
han devenido en la correspondiente normativa reguladora:

* Marco de cooperacién interadministrativa y criterios de reparto de
créditos de la Administracién General del Estado para la financiacién
del nivel acordado.

* Acuerdo sobre los criterios para determinar las intensidades de protec-
cién de los servicios, la compatibilidad e incompatibilidad entre los
mismos y la proteccién de los beneficiarios desplazados, asi como de
los emigrantes espanoles retornados.

* Acuerdo sobre condiciones de acceso y cuantia de las prestaciones
econdmicas.

Acuerdo sobre valoracién de la autonomia personal y dependencia.

1.4. UN MODELO DE GESTION DESCENTRALIZADA
A las Comunidades Auténomas les corresponde, como administracién

competente en servicios sociales, todas las funciones relacionadas con la
aplicacién del Sistema'®:

'8 Ley 39/2007, Art. 11.1.
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— La planificacién, ordenacién y direccién de los servicios de promo-
cién de la autonomia personal y de atencién a las personas en situa-
cién de dependencia.

— La gestién de la valoracién y atencién de la dependencia, de las pres-
taciones de dependencia y de los recursos en centros y servicios ne-
cesarios, facilitando la debida acreditacién que garantice el cumpli-
miento de los requisitos y los estdndares de calidad.

— La coordinacién sociosanitaria.

— La creacién y actualizacién del Registro de Centros y Servicios

— La garantia del cumplimiento de los requisitos y los estindares de
calidad.

— La inspeccién de los servicios y prestaciones

— La evaluacién del funcionamiento del Sistema en su territorio
respectivo.

Sin perjuicio de las funciones anteriores, las Entidades Locales tienen
atribuidas competencias especificas en esta materia que se enmarcan en la
descentralizacién de los servicios en aquella administracién mds préxima al
ciudadano. La ley establece que “Las Entidades Locales participardn en la
gestién de los servicios de atencidn a las personas en situacién de dependen-
cia, de acuerdo con la normativa de sus respectivas Comunidades Auténo-
mas y dentro de las competencias que la legislacién vigente les atribuye” .

La Ley reguladora de las Bases del Régimen Local®® establece que, para
la gestién de sus intereses, el Municipio puede promover toda clase de acti-
vidades y prestar cuantos servicios publicos contribuyan a satisfacer las ne-
cesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal, asi como que ejercerd,
entre otras, competencias en prestacion de los servicios sociales y de promo-
cién y reinsercién social, en los términos que la legislacién del Estado y de
las Comunidades Auténomas establezcan.

Las Entidades Locales desarrollan actualmente importantes funciones en
la atencidn a las personas en situacién de dependencia, especialmente en ser-
vicios de ayuda a domicilio. Por otra parte, la propia Ley de Promocién de la
Autonomia Personal y Atencién a las personas en situacién de dependencia les
confia especificamente, a través de los servicios sociales correspondientes del
Sistema Publico, la competencia de elaboracién del programa individual de
atencién?'. Sin perjuicio de las competencias anteriormente sefialadas, le co-

¥ Ley 39/2007, Art. 12.1.

2 Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (BOE n.° 80, de
3 de abril de 1985) Art. 25.

21 Ley 39/2007, Art. 29.
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rresponde a las Comunidades Auténomas determinar el alcance de descentra-
lizacién en sus respectivos territorios.

1.5. UN MODELO BASADO EN LA PARTICIPACION DE LOS BENEFICIARIOS
Y DE LAS ENTIDADES QUE LES REPRESENTAN

La participacién de los beneficiarios en el SAAD vy, en su caso, de sus
familias y entidades que les representan constituye uno de los principios que
proclama la Ley™.

La participacién se materializa a través de los 6rganos consultivos del
Sistema y de medidas concretas que favorecen la colaboracién de las organi-
zaciones del tercer sector y del voluntariado en la provisién de los servicios.

A la regulacién de los érganos consultivos dedica la ley un capitulo espe-
cifico, dentro del Titulo sobre calidad y eficacia del SAAD?. Establece como
érganos consultivos los siguientes:

— El Comité Consultivo del Sistema para la Autonomia y Atencién a
la Dependencia.

— El Consejo Estatal de Personas Mayores.

— El Consejo Nacional de la Discapacidad.

— El Consejo Estatal de Organizaciones no Gubernamentales de Ac-
cién Social.

Sus funciones son las de informar, asesorar y formular propuestas sobre
materias de especial interés para el funcionamiento de dicho Sistema.

A través del Comité Consultivo del Sistema para la Autonomia y Aten-
cién a la Dependencia se hace efectiva, de manera permanente, la participa-
cién social e institucional de las organizaciones sindicales y empresariales en
el mismo.

La composicién del Comité Consultivo tiene cardcter tripartito, estd
integrado por seis representantes de la Administracién General del Estado,
seis de las administraciones de las Comunidades Auténomas y seis de las
Entidades Locales, nueve de las Organizaciones Empresariales y nueve de las
Organizaciones Sindicales mds representativas. Para la adopcién de acuer-
dos tiene cardcter paritario entre Administraciones Publicas por una parte y
organizaciones sindicales y empresariales por otra. Sus acuerdos se adoptan
por mayorfa de los votos emitidos en cada una de las partes, requiriendo,

2 Ley 39/2007, Art. 3 k).
» Ley 39/2007, Capitulo V, Titulo II, articulos 40 y 41.
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por tanto, la mayoria de los votos de las Administraciones Piablicas y la ma-
yorfa de los votos de las organizaciones sindicales y empresariales.

El Comité Consultivo estd presidido por el o la titular de la Secretaria
de Estado que tenga esta competencia. Su funcionamiento estd regulado
por el reglamento interno que ha aprobado el propio Comité, en el que de
forma mds precisa se detallan las materias que han de ser objeto de infor-
me y consulta.

A los Consejos Estatal de Mayores y Nacional de la Discapacidad la ley les
atribuye, como 6rganos de representacién de las personas mayores y con dis-
capacidad, sobre las funciones que ya tienen atribuidas en sus respectivas nor-
mas de funcionamiento®, las de informe, asesoramiento y formulacién de
propuestas en relacién con la promocién de la autonomia y la dependencia.

En el trdmite parlamentario se incorpora también como érgano consul-
tivo el Consejo Estatal de Organizaciones no Gubernamentales de Accién
Social, en representacién del tercer sector, al que el SAAD atribuye una es-
pecial atencién, mandatando a los poderes publicos para que promuevan la
colaboracién solidaria de los ciudadanos a través de la participacién de las

organizaciones de voluntarios y de las entidades del tercer sector?®.

II. DESARROLLO DE LA VALORACION DE LA DEPENDENCIA

Dice la Ley 39/2006 que son titulares de los derechos establecidos en la
presente Ley los espafioles que cumplan el requisito de encontrarse en situa-
cién de dependencia en alguno de los grados establecidos®.

El modelo espanol, como los de seguridad social centroeuropeos y en
contraposicién a los nérdicos de cardcter universal, precisa de una valora-
cién previa que determine la concurrencia de la situacién de dependen-
cia. La ley dedica a ello un capitulo especifico sobre la dependencia y su
valoracién?.

La situacién de dependencia se clasificard en tres grados:

a) Grado I. Dependencia moderada: cuando la persona necesita ayuda
para realizar varias actividades bdsicas de la vida diaria, al menos

24 Real Decreto 1865/2004 de 6 de septiembre, por el que se regula el Consejo Nacional de
la Discapacidad y Real Decreto 117/2005, de 4 de febrero, por el que se regula el Consejo Es-
tatal de las Personas Mayores.

» Ley 39/2007, Art. 16.4.
% Ley 39/2006. Art. 5.
77 Ley 39/2006. Art. Titulo I, capitulo III, Arts. 26 y 27.
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una vez al dfa o tiene necesidades de apoyo intermitente o limitado
para su autonomia personal.

b) Grado II. Dependencia severa: cuando la persona necesita ayuda
para realizar varias actividades bdsicas de la vida diaria dos o tres
veces al difa, pero no requiere el apoyo permanente de un cuidador
o tiene necesidades de apoyo extenso para su autonomia personal.

¢) Grado III. Gran dependencia: cuando la persona necesita ayuda para
realizar varias actividades bdsicas de la vida diaria varias veces al dia y,
por su pérdida total de autonomia fisica, mental, intelectual o senso-
rial necesita el apoyo indispensable y continuo de otra persona o tiene
necesidades de apoyo generalizado para su autonomia personal.

Cada uno de estos grados de dependencia se clasificardn en dos niveles,
en funcién de la autonomia de las personas y de la intensidad del cuidado
que requiere.

El SAAD sigue los mismos criterios de clasificacion en tres grados del mo-
delo alemdn, aunque incorpora a su vez niveles dentro de cada grado, lo que a
efectos pricticos le asemeja al sistema austriaco en el que se reconocen siete
niveles de dependencia. La incorporacién de niveles dentro de cada grado era
obligada, no solo porque permite discriminar mejor, facilitando con ello la
valoracidn, sino también por la aplicacién progresiva de la ley que se regula en
la disposicién final primera, en la que se fija un perfodo de ocho afnos.

En este modelo de proteccién tiene especial importancia el baremo que
ha de servir para el reconocimiento de la situacién de dependencia.

La ley precisa las caracteristicas que debe reunir el baremo:

a) El baremo tendrd como referencia la Clasificacién Internacional de
Funcionamiento, la Discapacidad y la Salud (CIF) de la Organiza-
cién Mundial de la Salud.

b) Establecerd intervalos de puntuacién para la determinacién de los
grados y niveles.

c) Establecerd los criterios objetivos de valoracién de la capacidad de
la persona para realizar por si misma las distintas actividades de la
vida diaria, asi como del grado de autonomia de la persona; especi-
ficamente valorard la necesidad de apoyo y supervisién para su rea-
lizacién en las personas con discapacidad intelectual o con enferme-
dad mental.

d) Asimismo, establecerd el protocolo con los procedimientos y técni-
cas a seguir para la valoracién.

e) El baremo ha de ser acordado en el Consejo Territorial del Sistema
para la Autonomia y Atencién a la Dependencia y aprobado por el
Gobierno mediante Real Decreto.
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En cumplimiento de estas disposiciones el Gobierno, previo acuerdo del
Consejo Territorial, ha aprobado Real Decreto®, que tiene como objeto la
aprobacién del baremo para la valoracién de los grados y niveles de depen-
dencia previstos en el articulo 26 de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre y
la escala de valoracién especifica para las personas menores de 3 afios a que
se refiere la disposicién adicional decimotercera de la citada Ley.

El requisito de encontrarse en situacién de dependencia para ser titular
de los derechos establecidos en la Ley se determina para las personas mayo-
res de 3 anos mediante la aplicacién del baremo que se incorpora como
Anexo I del citado Real Decreto. Incluye, ademds del instrumento de valo-
racién de la dependencia, los criterios de aplicacién. Para la valoracién de
los menores de 3 afios se aprueba una escala de valoracién especifica, que se
adjunta como Anexo II del mismo.

Es también objeto de esta norma la homologacién a la situacién de de-
pendencia de los pensionistas de gran invalidez en su modalidad contributi-
vay a quienes tengan reconocida la necesidad del concurso de tercera perso-
na para percibir pensiones no contributivas. En el supuesto de las personas
que tengan reconocido el complemento de gran invalidez, mediante la apli-
cacién del baremo, se establece el grado y nivel de dependencia de cada
persona, garantizando, en todo caso, el Grado I dependencia moderada ni-
vel 1. Y en lo que se refiere a las personas con discapacidad, que tengan re-
conocido el complemento de necesidad de tercera persona, segtin el Anexo
2 del Real Decreto 1971/1999, de 23 de diciembre de Procedimiento para
el reconocimiento, declaracién y calificacién del grado de minusvalia, se
establece la aplicacién de la siguiente tabla de homologacién.

De 15 a 29 puntos Grado I de dependencia, nivel 2
De 30 a 44 puntos Grado II de dependencia, nivel 2
De 45 a 72 puntos Grado III de dependencia, nivel 2

A las personas que tengan reconocida la necesidad de asistencia de terce-
ra persona, en aplicacién del baremo del anexo 2 del Real Decreto 1971/1999,
de 23 de diciembre, que en el presente Real Decreto se deroga, se les garan-
tiza el pacifico disfrute de todos los efectos juridicos de dicho reconocimien-
to, cuando deban acreditar la situacién de dependencia ante cualquier Ad-
ministracién o entidad publica o privada. Parece légico no perjudicar a
quienes actualmente tienen esta prestacién reconocida.

% Real Decreto 504/2007, de 20 de abril, por el que se aprueba el baremo de valoracién de
la situacidn de dependencia establecido por la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promocién
de la Autonomfa Personal y Atencidn a las personas en situacién de dependencia.
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Transcurrido el primer afio de su aplicacién se contempla la realizacién
de una evaluacién de los resultados obtenidos que puede dar lugar a la revi-
sién del baremo por el Consejo Territorial del Sistema para la Autonomia
Personal y Atencién a la Dependencia, con el fin de corregir efectos no pre-
vistos en su aplicacién.

Se establece, asimismo, que a partir de la aprobacién de este Real Decre-
to la valoracién de la necesidad del concurso de otra persona para el recono-
cimiento de las prestaciones no contributivas de la Seguridad Social y para
el disfrute de cualquier beneficio, servicio o ayuda en los que sea necesaria
la acreditacién de esta situacidn, se realizard mediante la aplicacién del nue-
vo baremo.

Finalmente, se deroga el Anexo 2 del Real Decreto 1971/1999, de 23 de
diciembre, sobre Procedimiento para el reconocimiento, declaracién y cali-
ficacién del grado de minusvalia, sin perjuicio de lo previsto en la disposi-
cién adicional primera, apartado 3.

El baremo de valoracién de los grados y niveles de dependencia (BVD),
que se aprueba en el Anexo I de esta norma, determina los criterios objetivos
para la valoracién del grado de autonomia de las personas, en orden a la
capacidad para realizar las tareas bdsicas de la vida diaria, asi como la nece-
sidad de apoyo y supervisidn a este respecto para personas con discapacidad
intelectual o enfermedad mental.

El baremo serd dnico®, igual para todas las Comunidades Auténomas.
En consecuencia, la valoracién realizada tendrd efectos en todo el territorio
del Estado.

La proteccién del Sistema se extiende a quienes, como consecuencia de
una valoracién previa, son declarados en situacién de dependencia por su
dificultad para la realizacién de las actividades bdsicas de la vida diaria o
precisan de apoyo para la promocién de su autonomfa personal. Estamos
ante un Sistema, en el que la aplicacién del baremo tiene como finalidad
determinar la eligibilidad de los beneficiarios a las prestaciones de depen-
dencia, siguiendo las pautas de los modelos centroeuropeos de Seguridad
Social. En los modelos nérdicos, por el contrario, la valoracién que se reali-
za no tiene como objetivo discriminar quién es o no dependiente, sino cua-
les son los servicios que necesita.

El Sistema protege no sélo a las personas que necesitan el apoyo de
tercera persona para la realizacién de las actividades bdsicas de la vida dia-
ria, sino también a quienes necesitan apoyo para la promocién de su auto-
nomfa personal, por lo que el baremo debe valorar también a quienes ne-
cesitan de estos apoyos. La ley define de forma precisa los conceptos de

2 Articulo 27. 2.
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dependencia® y autonomia®': durante su tramitacién parlamentaria se han
aceptado enmiendas que han modificado el dmbito de proteccién, incor-
porando la proteccién de nuevas situaciones, que dardn lugar a nuevos
beneficiarios no previstos en el proyecto. La modificacién mds significativa
en este sentido se refiere a la ampliacién del concepto de dependencia y a
la modificacién de la conceptualizacién de los grados que se determinan en
el articulo 26 de la ley, en los que se ha incorporado un inciso final en cada
uno de ellos, en los que se precisan los apoyos que la persona pueda nece-
sitar para hacer posible su autonomia personal. Varfan como es légico de
un grado a otro, desde un apoyo “intermitente o limitado” para el grado I,
“extenso” para el grado II e “indispensable, continuo y generalizado” para
el grado III. Como puede comprobarse, estamos ante conceptos juridicos
indeterminados, que han tenido una concrecién técnica en el baremo al
que anteriormente nos referfamos.

De conformidad con el citado Real Decreto el baremo ha de aplicarse
ajustdndose a criterios especificos de aplicacién®:

El baremo concluye con el protocolo de aplicacién y la determinacién
de la severidad de la dependencia con la siguiente escala de puntuacién:

Puntos Puntos

Grado I 25-49 Nivel 1 25-39
Nivel 2 40-49

Grado II 50-74 Nivel 1 50-64
Nivel 2 65-74

Grado III 75-100 Nivel 1 75-89
Nivel 2 90-100

% Ley 39/2007, de 14 de diciembre, de Promocién de la Autonomfa Personal y Aten-
cién a las personas en situacién de dependencia. Art. 2. 2 “Dependencia: el estado de ca-
rdcter permanente en que se encuentran las personas que, por razones derivadas de la edad,
la enfermedad o la discapacidad, y ligadas a la falta o a la pérdida de autonomia fisica,
mental, intelectual o sensorial, precisan de la atencién de otra u otras personas o ayudas
importantes para realizar actividades bdsicas de la vida diaria o, en el caso de las personas
con discapacidad intelectual o enfermedad mental, de otros apoyos para su autonomfa
personal.”.

> Art. 2. 1 “Autonomia: la capacidad de controlar, afrontar y tomar, por propia iniciativa,
decisiones personales acerca de cémo vivir de acuerdo con las normas y preferencias propias asf
como de desarrollar las actividades bdsicas de la vida diaria”.

2 Real Decreto 504/2007, de 20 de abril, por el que se aprueba el baremo de valoracién de
la situacién de dependencia establecido por la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promocién
de la Autonomia Personal y Atencidn a las personas en situacién de dependencia. Anexo 1 Cri-
terios de aplicacién.
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III. DESARROLLO DEL REGIMEN DE PRESTACIONES
DE DEPENDENCIA

La proteccién que ofrece el SAAD se estructura en tres niveles®. En ellos
se determina la responsabilidad de la financiacién, asi como los instrumen-
tos juridicos que hardn posible su aplicacién por parte de las Administracio-
nes Publicas, teniendo en cuenta para ello las competencias atribuidas por la
Constitucidn y los Estatutos de Autonomia.

El Real Decreto 614/2007, de 11 de mayo, sobre nivel minimo de pro-
teccién del Sistema para la Autonomia y Atencién a la Dependencia garan-
tizado por la Administracién General del Estado ha desarrollado el primer
nivel de proteccién. A través de este nivel se contribuye a la financiacién del
SAAD, haciendo posible el acceso a las prestaciones de dependencia en con-
diciones de igualdad en todo el territorio del Estado.

Por su parte, el Real Decreto 727/2007, de 8 de junio, sobre criterios
para determinar las intensidades de proteccién de los servicios y la cuantia
de las prestaciones econdmicas de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de
Promocién de la Autonomia Personal y Atencidn a las personas en situa-
cién de dependencia, define por su parte el alcance de la proteccién que
constituye el nivel minimo mds el acordado y que, en definitiva, genera el
derecho a la promocién de la autonomia y atencién a la dependencia que
esta ley garantiza a los ciudadanos como derecho subjetivo. Su financia-
cién vendrd determinada por el marco de cooperacién interadministrativa
acordado y por los convenios de colaboracién que se suscriban entre la
Administracién General del Estado y las correspondientes Comunidades
Auténomas®.

En el campo de la proteccidn, el Sistema comprende prestaciones de
dependencia en dos modalidades, mediante la oferta de un catdlogo de ser-
vicios, segtin las necesidades que requiere la persona reconocida como de-
pendiente, o mediante la concesién de prestaciones econémicas.

El Catdlogo de servicios® ofrece toda la gama de servicios que la geria-
tria y gerontologfa recomiendan para la atencién de las personas con depen-

» Ley 39/2006. Art. 7. Niveles de proteccién del Sistema.
% Ley 39/2006. Art. 10.3.
* Ley 39/2006. Art. 15

a)  Los servicios de prevencion de las situaciones de dependencia y los de promocién de la
autonomia personal.

b)  Servicio de Teleasistencia.

¢)  Servicio de Ayuda a domicilio:

(i)  Atencidn de las necesidades del hogar.

(i) Cuidados personales.
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dencia. Se ha comentado que el catdlogo no es novedoso respecto de los
servicios que actualmente se vienen ofreciendo. Considero, sin embargo,
que un catdlogo de servicios, si se establece por ley, debe ofrecer aquellos
servicios que ya tengan acreditado su eficacia, debiendo facilitar, sin necesi-
dad de cambios legislativos, la incorporacién de cualquier técnica de aten-
cién que la experiencia aconseje introducir.

El Real Decreto 727/2007, de 8 de junio, sobre criterios para determinar
las intensidades de proteccién de los servicios y la cuantia de las prestaciones
econdémicas de la Ley 39/2000, regula el alcance de los servicios del catdlogo;
su contenido, entre otras materias, desarrolla el articulo 10.3 de la misma, en
el que se establece que el Gobierno, mediante Real Decreto, aprobard los cri-
terios establecidos por el Consejo Territorial del Sistema para la Autonomia y
Atencién a la Dependencia para determinar la intensidad de proteccién de los
servicios y la compatibilidad e incompatibilidad entre los mismos.

Si se analizan con detenimiento los criterios acordados por el Consejo
Territorial y aprobados por el Gobierno en el Real Decreto citado, se obser-
van demasiadas cautelas para no ir mds alld de lo que la ley establece y no
invadir competencias de las Comunidades Auténomas. Estos criterios son
una muestra evidente de la dificultad de alcanzar acuerdos en el Consejo
Territorial. Se puede decir que estamos ante un acuerdo de minimos, sin
embargo no debe olvidarse que son precisamente estos criterios, sobre las
intensidades de proteccién, lo que garantiza la cohesién del SAAD en todo
el territorio del Estado. A pesar del cardcter conservador y limitado de los
citados criterios, ni siquiera se pudo conseguir la unanimidad de los repre-
sentantes de las Comunidades Auténomas y de la Administracién General
de Estado en su aprobacién.

En consecuencia, serdn las Comunidades Auténomas quienes, en aplica-
cién de la ley y de los criterios aprobados en el Real Decreto citado anterior-
mente, regulen las intensidades de proteccién a la que los ciudadanos de
cada Comunidad tendrd derecho.

Entre los criterios aprobados y recogidos en el Real Decreto es preciso
referenciar:

d)  Servicio de Centro de Dia y de Noche:

(i)  Centro de Difa para mayores.

(i) Centro de Dia para menores de 65 afos.

(iii) Centro de Dia de atencidn especializada.

(iv) Centro de Noche.

e)  Servicio de Atencién Residencial:

(i)  Residencia de personas mayores en situacién de dependencia.

(ii) Centro de atencién a personas en situaciéon de dependencia, en razén de los distintos

tipos de discapacidad.
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b)

d)

36

La fijacién de la intensidad de los servicios se realizard “por el conteni-
do prestacional de cada uno de los servicios asistenciales y por la exten-
sién o duracién del mismo segtin el grado y nivel de dependencia”.*
La determinacién del concepto de servicios asistenciales como
objeto de proteccién del SAAD, en contraposicién a los de ma-
nutencién y alojamiento; se consideran servicios asistenciales “los
que ha de recibir la persona dependiente para su atencién y cui-
dado personal en la realizacién de las actividades de la vida diaria,
asi como los que tienen como finalidad la promocién de su auto-
nomia personal”?’.

El establecimiento de las intensidades de cada uno de los servicios
del catdlogo, recurriendo para ello bdsicamente a reproducir el con-
tenido prestacional ya establecido en la ley. Sélo al determinar la
intensidad correspondiente al Servicio de Ayuda a Domicilio se in-
cluyen criterios de extensién o duracidn, estableciendo el nimero
de horas de atencién, mediante la fijacién de un intervalo de horas
en funcién de los grados y niveles de dependencia®.

Horas de atencién
Horas mensuales

Grado III. Gran Dependencia:

INEVEL e Entre 70 y 90
INIVEL T Entre 55y 70
Grado II. Dependencia severa:

INIVEL ot Entre 40 y 55
INIVEL T Entre 30 y 40

Mencién especial merecen los criterios sobre la intensidad del Ser-
vicio de promocién de la autonomia personal, en tanto que este
servicio no se define en la ley 39/20006 vy, por tanto requiere de la
intervencién del Consejo Territorial y del Gobierno. El Real Decre-
to determina la finalidad del servicio: “desarrollar y mantener la
capacidad personal de controlar, afrontar y tomar decisiones acerca
de cémo vivir de acuerdo con las normas y preferencias propias y

Real Decreto 727/2007, de 8 de junio, sobre criterios para determinar las intensidades

de proteccién de los servicios y la cuantfa de las prestaciones econémicas de la Ley 39/2006, de
14 de diciembre, de Promocién de la Autonomia Personal y Atencidn a las personas en situacién
de dependencia. Art. 4.1.

37

38

Real Decreto 727/2007, de 8 de junio. Art. 4.2.
Real Decreto 727/2007, de 8 de junio. Art. 8 y Anexo I.
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facilitar la ejecucién de las actividades bésicas de la vida diaria” y se
establecen cuales son los servicios de promocién para la autonomia
personal: “los de asesoramiento, orientacidn, asistencia y formacién
en tecnologias de apoyo y adaptaciones que contribuyan a facilitar
la realizacién de las actividades de la vida diaria, los de habilitacidn,
los de terapia ocupacional asi como cualesquiera otros programas de
intervencién que se establezcan con la misma finalidad.” *

En este servicio se hace una referencia especifica a la vinculacién de
la intensidad del mismo a la existencia o no de recursos asistenciales.
La razén ha de buscarse en la dificultad de sustituir estos servicios
recurriendo a servicios privados fuera de la Red de servicios del Sis-
tema. No obstante, hay que sefialar que es el dnico servicio en el que
se establece esta limitacién.

e) Para la determinacién de las intensidades se establece que éstas se
adecuardn al programa individual de atencién y a la normativa es-
pecifica de las Comunidades Auténomas que, obligatoriamente,
habrdn de dictar para precisar y hacer efectivos estos criterios.

Se puede decir que en la determinacién de los criterios se ha optado por
la indefinicién sobre el alcance en cuanto a duracién o extensién de los ser-
vicios de teleasistencia, centros de dfa y centros residenciales. La Comisién
Delegada del Consejo Territorial y las unidades técnicas del Ministerio de
Trabajo y Asuntos Sociales renunciaron por su dificultad a una mayor con-
crecién modular en funcién del grado y nivel, pero serfa mds justo y equita-
tivo acomodar también la intensidad de estos servicios a médulos prestacio-
nales, en caso contrario podria darse el supuesto de que personas con
dependencia de un grado o nivel menor recibieran servicios de mayor inten-
sidad y coste que otras de nivel mayor.

El problema de mayor envergadura al que se enfrenta el Sistema es la
insuficiencia de servicios en las distintas Comunidades Auténomas. Es ne-
cesario un esfuerzo presupuestario, sostenido en el tiempo, de las Adminis-
traciones Publicas que haga posible una ampliacién importante de los mis-
mos, haciendo realidad lo establecido en la ley de que las prestaciones
econdémicas de cuidados en el entorno familiar tengan cardcter extraordina-
rio. Por otra parte, s6lo mediante la puesta a disposicién de los ciudadanos
de los nuevos servicios se creardn los empleos previstos en el Libro Blanco y
en la memoria de la Ley.

El incremento de la red de centros del Sistema exige la participacién no
s6lo de las administraciones publicas, sino también de la iniciativa privada

% Real Decreto 727/2007, de 8 de junio. Art.6.
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con y sin fin de lucro. Para ello deberfan definirse y establecerse garantias e
incentivos adecuados desde la Administracién.

También deben establecerse planes de mejora de la Red para que los
centros se adecuen en los plazos establecidos a los criterios de acreditacién
de los centros que estd a punto de aprobar el Consejo Territorial.

En relacién con las prestaciones econémicas, La ley y el Real Decreto las
configuran con las siguientes caracteristicas:

a)

La prestacién econdémica vinculada al servicio®.

— Se reconoce, en los términos que se establezca, inicamente cuan-

do no sea posible el acceso a un servicio piblico o concertado de
atencién y cuidado, en funcién del grado y nivel de dependencia
y de la capacidad econémica del beneficiario, de acuerdo con lo
previsto en el convenio celebrado entre la Administracién Gene-
ral del Estado y la correspondiente Comunidad Auténoma.
Estd, en todo caso, vinculada a la adquisicién de un servicio.
Las Administraciones Publicas competentes deben supervisar,
en todo caso, el destino y utilizacién de estas prestaciones al
cumplimiento de la finalidad para la que fueron concedidas.

La prestacién econémica para cuidados en el entorno familiar y
apoyo a cuidadores no profesionales®'.

Es una prestacién de cardcter excepcional para cuando el bene-
ficiario esté siendo atendido por su entorno familiar.

Deben reunirse las condiciones adecuadas de convivencia y de
habitabilidad de la vivienda y asi lo establezca su Programa In-
dividual de Atencién**.

Deben, asimismo, reunirse las condiciones de acceso en fun-
cién del grado y nivel reconocido a la persona en situacién de
dependencia.

El cuidador deberd ajustarse a las normas sobre afiliacién, alta y
cotizacién a la Seguridad Social que se establecen en el Real
Decreto 615/2007, de 11 de mayo, por el que se regula la Segu-
ridad Social de los cuidadores de las personas en situacién de
dependencia.

0 Ley 39/2006. Art. 17.
4 Ley 39/2006. Art. 18.
# Ley 39/2006. Art.14.4.
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c) La prestacién econdmica de asistencia personal®.

— Tiene como finalidad la promocién de la autonomia de las per-
sonas con gran dependencia.

— Su objetivo es contribuir a la contratacién de una asistencia per-
sonal, durante un ndmero de horas, que facilite al beneficiario
el acceso a la educacién y al trabajo, asi como a una vida mds
auténoma en el ejercicio de las actividades bdsicas de la vida
diaria.

— Deben reunirse las condiciones especificas de acceso que deter-
mine el Consejo Territorial del Sistema para la Autonomia y
Atencién a la Dependencia. Hasta el momento no ha determi-
nado ningun tipo de condiciones especiales.

El destino y finalidad de las prestaciones de dependencia serd, en todo
caso, la promocién de la autonomia personal y, por otra, la atencién a las
necesidades de las personas con dificultades para la realizacién de las activi-
dades bdsicas de la vida diaria. Por otra parte, y con el fin de garantizar la
calidad de los servicios, estos deberdn prestarse por las respectivas Comuni-
dades Auténomas en la Red de Servicios Sociales mediante centros y servi-
cios publicos o privados concertados debidamente acreditados.

Los servicios tendrdn prioridad sobre las prestaciones econémicas*: “Los
servicios del Catdlogo del articulo 15 tendrdn cardcter prioritario y se pres-
tardn a través de la oferta publica de la Red de Servicios Sociales por las
respectivas Comunidades Auténomas mediante centros y servicios pablicos
o privados concertados debidamente acreditados”.

La prestacién econémica vinculada, destinada a la cobertura de los gas-
tos del servicio previsto en el Programa Individual de Atencidn, se concede-
rd inicamente cuando no sea posible el acceso a un servicio publico o priva-
do concertado, mientras que con la oferta existente no sea posible dar
cobertura a las necesidades de atencién. En consecuencia, hasta que la red
de servicios esté totalmente implantada en cada Comunidad Auténoma. La
calidad del servicio que se preste con esta prestacién queda garantizado me-
diante la exigencia de que la entidad o centro se halle acreditado para ello
por la Administracién Publica competente.

Por lo que se refiere a la prestacién econémica para cuidados en el entor-
no familiar, el Real Decreto 615/2007, de 11 de mayo, por el que se regula

# Ley 39/2006. Art. 19.

# Ley 39/2007, de 14 de diciembre, de Promocién de la Autonomfa Personal y Atencién
a las personas en situacién de dependencia. Art. 14. 2.
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la seguridad social de los cuidadores de las personas en situacién de depen-
dencia, establece su cardcter excepcional; para la que ademds de exigir los
requisitos de condiciones adecuadas de convivencia y de habitabilidad de la
vivienda y asf lo establezca su Programa Individual de Atencidn, establece
un determinado grado de parentesco: cényuge o sus parientes por consagui-
nidad, afinidad o adopcidn, hasta el tercer grado de parentesco. Se prevén
también modalidades especiales de cuidado para quienes tengan dificultades
de atencidén por la menor presencia de recursos publicos o privados acredi-
tados, la despoblacidn, o circunstancias geograficas.

Caracteristicas distintas presenta la prestacién econémica de asistencia
personal, en la que, no obstante la declaracién genérica de prioridad de los
servicios, no se establece ninguna limitacién a su concesién salvo que esté
prevista en el Programa Individual de Atencién.

Especial relevancia, dentro del SAAD, supone la determinacién de las
cuantfas de las prestaciones econdémicas, cuya finalidad es satisfacer los costes
de los servicios a que estdn destinadas. La Ley en esta materia no establece cri-
terios para su determinacién, limitdndose a sefialar que “La cuantia de las pres-
taciones econdmicas, reguladas en los articulos de esta Seccidn, se acordard por
el Consejo Territorial del Sistema para la Autonomia y Atencién a la Depen-
dencia, para su aprobacién posterior por el Gobierno mediante Real Decreto”
©.Y que “La capacidad econémica del beneficiario se tendrd también en cuen-
ta para la determinacién de la cuantia de las prestaciones econémicas” “.

En cumplimento de ello, el Consejo Territorial ha acordado ya la cuan-
tia de las prestaciones de la gran dependencia para el afo 2007 y de la gran
dependencia y del Grado II, nivel 2 par el 2008, acuerdos que ha sido apro-
bados mediante el Real Decreto 727/2007, de 8 de junio y el Real Decreto
7/2008 de 11 de enero.

En relacién con la determinacién de la cuantia de las prestaciones eco-
némicas el Real Decreto 727/2007, de 8 de junio, establece:

a) Que la cuantfa de las prestaciones econémicas del Sistema para la
Autonomfa y Atencién a la Dependencia se establecerd anualmente
por el Gobierno mediante Real Decreto, previo acuerdo del Conse-
jo Territorial, para los grados y niveles con derecho a prestaciones.

b) Que se actualizardn anualmente en funcién del incremento del IPC.

c) Que el importe de la prestacién econédmica a reconocer a cada benefi-
ciario se determinard aplicando a la cuantia vigente para cada afo un
coeficiente reductor segtin su capacidad econémica, de acuerdo con lo

 Ley 39/2007, de 14 de diciembre. Art. 20.
4 Ley 39/2007, de 14 de diciembre. Art. 33. 2.
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establecido por la Comunidad Auténoma o Administracién que, en
su caso, tenga la competencia. Para la determinacién de este coeficien-
te se tendrd en consideracién lo que se acuerde por el Consejo Territo-
rial del Sistema para la Autonomia y Atencién a la Dependencia.

d) Que en los supuestos en que el beneficiario sea titular de cualquier
otra prestacién de andloga naturaleza y finalidad, establecida en otro
régimen publico de proteccién social, estas se deducirdn del importe
a reconocer. Se citan especificamente las de Seguridad Social y de la
LISMI: El complemento de gran invalidez, el complemento de la
asignacién econdmica por hijo a cargo mayor de 18 afios con un
grado de minusvalfa igual o superior al 75 por ciento, el comple-
mento por necesidad de tercera persona de la pensién de invalidez
no contributiva y el subsidio de ayuda a tercera persona®.

Las cuantfas de las prestaciones econédmicas para los grados III y II du-
rante el ejercicio 2008 son las siguientes:

Prestaciones ., .,
, . ., Prestacién Prestacién
econémicas: Prestacién .. .
vinculada al ccondmica | ccOnOmica para | econdmica para
Grados y niveles servicio vinculada al culd;fo:nen el culdiilorsnen e
y de asistencia servicio cntorho entorho
rsonal € anuales familiar familiar
€[r)§ ensuales € mensuales € anuales
Grado III. Nivel 2 811,98 9.743,76 506,96 6.083,52
Grado III. Nivel 1 608,98 7.307,76 405,99 4.871,88
Grado II. Nivel 2 * 450 5.400 328 3.936,00

* La prestacién econémica de asistencia personal solo puede ser reconocida apersonas con Grado III.

Por lo que se refiere a la suficiencia de estas cuantias para hacer frente a
los costes de los servicios, especialmente los de atencién residencial, serfa
necesario analizar de forma individual la capacidad econémica de los bene-
ficiario y la forma en que se determine su participacién en los costes. Ahora
bien, si tenemos en cuenta las pensiones medias de la Seguridad Social con
las cuantias de las prestaciones econémicas de la dependencia, se puede de-
cir que este nuevo Sistema de proteccién proporciona a quienes no puedan
ser atendidos en la red de centros y servicios una contribucién econémica
importante para la atencién en centros privados. En cualquier caso, el Siste-
ma debe garantizar en todo caso el servicio a quienes carezcan de recursos.

¥ Real Decreto 727/2007, de 8 de junio, arts. 13 y 14.
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IV. DESARROLLO DE LOS ASPECTOS RELACIONADOS CON
LA FINANCIACION

La Ley establece, en su exposicién de motivos, como principios bdsicos
de la financiacién del SAAD los de estabilidad, suficiencia y sostenibili-
dad*. Asimismo, se determina la equidad en la participacién de los benefi-
ciarios en el coste de los servicios y la corresponsabilidad en la financiacién
de las Administraciones.

Sigue en ello las recomendaciones de la Comisién y el Consejo de la
Unién Europea sobre los objetivos que deben seguir los Estados en los siste-
ma de proteccién que promuevan: Accesibilidad de todos los ciudadanos a
las prestaciones y servicios sociosanitarios, con independencia de los i ingre-
sos o el patrimonio, calidad de la asistencia y sostenibilidad econémica del
mismo®.

La ley garantiza la estabilidad financiera del Sistema desde el momento
en que reconoce a las prestaciones de dependencia la naturaleza de derecho
subjetivo, que los ciudadanos pueden ejercer frente a las Administraciones
Publicas. Anualmente los Presupuestos Generales del Estado y los de las
Comunidades Auténomas deberdn contemplar los créditos correspondien-
tes. La cofinanciacién del beneficiario no afecta a la estabilidad del sistema
en cuanto que su aportacion estard vinculada a su capacidad econémica

La suficiencia financiera se garantiza de forma precisa en la propia ley
cuando establece que “La financiacién del Sistema serd la suficiente para
garantizar el cumplimiento de las obligaciones que correspondan a las Ad-
ministraciones Publicas competentes y se determinard anualmente en los
correspondientes Presupuestos™. Estamos ante un mandato a las Adminis-
traciones Publicas para que proporcionen, a través de los correspondientes
presupuestos, los créditos que sean necesarios para hacer frente a los servi-
cios y prestaciones econédmicas que se establezcan en desarrollo de la Ley de
Promocién de la Autonomia Personal y Atencidn a las personas en situacién
de dependencia. No cabe prever situaciones en las que una persona haya
sido reconocida como dependiente y no reciba prestaciones por insuficien-
cia de financiacién. Las Administraciones deberdn contemplar, en la parte
que a cada una le corresponda, la previsién de créditos ampliables para sa-
tisfacer los servicios o prestaciones que se contemplen en los correspondien-
tes programas individuales de atencién.

# Ley 39/2007, de 14 de diciembre, Exposicién de motivos, 3.

# Informe conjunto de la Comisién y del Consejo europeos “Apoyar las estrategias nacio-
nales para el futuro de la asistencia sanitaria y los cuidados a las personas mayores”, 2003.

50 Ley 39/2007, de 14 de diciembre. Art. 32.1.
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El sistema de financiacién estd vinculado al régimen impositivo general
del Estado y a sus presupuestos de gasto, por lo que cabe decir que estamos
ante un modelo financiero cldsico, el comdnmente utilizado para hacer
frente a las obligaciones del Estado para con sus ciudadanos. Por lo tanto,
cabe predicar de él el principio de sostenible en el tiempo.

El concepto de sostenibilidad se predica de aquellos sistemas que permi-
ten ajustar ficilmente los ingresos a los gastos sin generar problemas a la
economyia en su conjunto o sectores concretos de la misma. Se dice que un
Sistema de Seguridad Social es sostenible cuando las cotizaciones se ajustan
a los costes de las prestaciones sin ocasionar desequilibrios para la economia
del pas.

El SAAD tal y como se regula en la Ley y en los Reales Decretos de de-
sarrollo sobre valoracién e intensidades y cuantias de las prestaciones, cuan-
do se aplique en su totalidad, supone, segtin los estudios de coste realizados
y las memorias econémicas de las citadas normas, unas necesidades financie-
ras en torno a un punto del PIB, que ficilmente puede ser asumido por la
economia espafiola con crecimientos como los de los dltimos afios. Por otra
parte, es un hecho el desequilibrio en gasto social de Espafa respecto de la
media de los paises de la Unién Europea; proyectos como este contribuirdn
a reducir la distancia, sin efectos significativos para el sistema impositivo.

IV.1. FINANCIACION DEL NIVEL MINIMO GARANTIZADO POR
LA ADMINISTRACION GENERAL DEL ESTADO

La financiacién del SAAD se fundamenta en los niveles de proteccién
que la Ley establece: El nivel minimo establecido por la Administracién
General del Estado, el nivel que se acuerde entre la Administracién General
del Estado y la Administracién de cada una de las Comunidades Auténomas
y el nivel adicional que pueda establecer cada Comunidad Auténoma.

La primera pregunta que hemos de formularnos es la del por qué esta
distribucién de la proteccién en tres niveles. ;No hubiera sido mds fécil un
tnico sistema de proteccién que pudiera ser mejorado por las Comunidades
Auténomas?

La razén de los tres niveles de proteccidn, entiendo que hay que buscar-
la en el titulo competencial en que se fundamenta la intervencién del Estado
para regular esta materia. El uso del articulo 149 1. 1. de la Constitucién,
que atribuye la competencia exclusiva del Estado para regular las condicio-
nes bdsicas que garanticen la igualdad de todos los espanoles en el ejercicio
de los derechos, conlleva la obligacién del Estado de asumir compromisos
que hagan posible la igualdad que se pretende establecer. Es precisamente el
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establecimiento de este nivel minimo, financiado y garantizado por la Ad-
ministracién General del Estado, lo que hace que la Ley sea plenamente
constitucional.

Por otra parte, el principio de lealtad constitucional entre las Adminis-
traciones Publicas exige que la regulacién del Estado no comprometa los
recursos financieros de las Comunidades Auténomas, por lo que la protec-
cién a través de niveles permite la no interferencia entre las administracio-
nes, al mismo tiempo que favorece la cooperacién y una mejor proteccién
de los ciudadanos.

El nivel minimo de proteccidn a que se refiere el articulo 9 de la Ley
39/2006, con la publicacién del Real Decreto 614/2007, de 11 de mayo,
sobre nivel minimo de proteccién del Sistema para la Autonomia y Aten-
cién a la Dependencia, se configura como una aportacién de cardcter exclu-
sivamente financiero y no de servicios o prestaciones concretas. En el citado
Real Decreto se determina que el nivel minimo de proteccién de la situacién
de dependencia “se garantiza mediante la fijacién de una cantidad econémi-
ca que la Administracién General del Estado aporta a la financiacién del
Sistema por cada uno de los beneficiarios reconocidos como dependientes
segun su grado y nivel, para las prestaciones de dependencia previstas en su
programa individual de atencién™".

Podria haberse optado por una interpretacién mds literal del término
“minimo de proteccién garantizado”, entendiendo que la Administracién
General del Estado debia definir qué servicios de los establecidos en el ca-
tdlogo o que prestaciones econémicas consideraba como minimo garanti-
zado. Esto es lo que parece desprenderse de la lectura de la Ley, sin embar-
go hubiera sido excesivamente complejo para la Administracién General
del Estado entrar a definir servicios para cada grado y nivel y que al mismo
tiempo se ajustardn a las previsiones financieras de los Presupuestos Gene-
rales. Por otra parte, hubiera podido producirse una ingerencia en las com-
petencias de las Comunidades Auténomas si desde el Gobierno se hubieran
definido servicios concretos sin tener en cuenta las necesidades concretas
de cada beneficiario que se determinardn en el programa individual de
atencion.

Segtin lo establecido en el citado Real Decreto el nivel minimo serd el
equivalente a la cantidad fijada para cada grado y nivel de dependencia que
se determine anualmente segtin el calendario de aplicacién progresiva esta-
blecido en la disposicién adicional primera de la Ley.

Para el ejercicio 2008 se establecen las siguientes cantidades:

°! Real Decreto 614/2007, de 11 de mayo, sobre nivel minimo de proteccién del Sistema
para la Autonomf{a y Atencién a la Dependencia, Art. 3.
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— Grado III Gran Dependencia. Nivel 2 258,75 € mensuales
— Grado III Gran Dependencia. Nivel 1 175,95 € mensuales
— Grado II Dependencia severa Nivel 2 100,00 € mensuales

Estas cuantias serdn objeto de revisién anual, mediante real decreto, te-
niendo en cuenta la actualizacién aplicada al Indicador Publico de Renta de
Efectos Multiples (IPREM).

La financiacién de este nivel se establece anualmente en los Presupuestos
Generales del Estado, correspondiendo al Gobierno la fijacién de la cuantia anual
para cada grado y nivel. El Real Decreto determina, asimismo, la forma de pago
“La Administracién General del Estado hard efectiva a las Comunidades Auténo-
mas las cantidades que procedan en funcién del nimero de beneficiarios recono-
cidos en situacién de dependencia con derecho a prestaciones, teniendo en cuen-
ta para ello su grado y nivel y la fecha de efectividad de su reconocimiento. Los
créditos necesarios para esta finalidad se librardin mensualmente por doceavas
partes, segtin el nimero de beneficiarios con derecho a prestacién, procediéndose
a su regularizacién con cardcter trimestral. Para ello, las Comunidades Auténo-
mas informardn a la Administracién General del Estado de las resoluciones de
reconocimiento adoptadas, asi como del grado y nivel de los beneficiarios, a través
de la conexién a la red de comunicaciones y servicios telemdticos del Sistema”.

Respecto de la suficiencia de las cuantias establecidas para el nivel mini-
mo, seguramente desde las Comunidades Auténomas se considerard que las
cantidades citadas son insuficientes, puesto que su participacién en la finan-
ciacién serd mayor o menor en funcién de cual sea la aportacién del Estado.
Por el contrario, desde la Administracién General del Estado se considera-
rdn suficientes, puesto que, si el nivel minimo fuese mds elevado, el compro-
miso financiero de las Comunidades Auténomas en el nivel acordado se
reducirfa, cuando son las Comunidades Auténomas quienes tienen la com-
petencia plena en esta materia.

El presupuesto distribuido entre las Comunidades Auténomas por el
IMSERSO en concepto de minimo garantizado por beneficiarios reconoci-
dos con derecho a prestacién ha sido de 82. 563.029 € en el ¢jercicio 2007
y 502.353.576 € en el 2008.

IV.2. LA FINANCIACION DEL NIVEL ACORDADO ENTRE LA ADMINISTRACION
GENERAL DEL ESTADO Y LAS COMUNIDADES AUTONOMAS

El 2.° nivel de proteccién es el que se acuerda entre la Administracién
General del Estado y la Administracién de cada una de las Comunidades

> Ley 39/2007, de 14 de diciembre. Art. 9 y Disposicién adicional Primera. Real Decreto
614/2007, de 11 de mayo, Art. 3.



232 Pablo Cobo Gilvez

Auténomas y su financiacién se lleva a cabo a través de los correspondientes
convenios, previo acuerdo del marco de cooperacién en el seno del Consejo
Territorial®.

La ley determina cudl debe ser la participacién minima de cada una de
las Comunidades Auténomas cuando establece que la aportacién de la Co-
munidad Auténoma serd, para cada afo, al menos igual a la que realice la
Administracién General del Estado en el nivel minimo m4s el acordado®.

La financiacién de este nivel por parte de la Administracién General del
Estado estard condicionada por dos factores, en primer lugar por la cantidad
que para este nivel se establezca en los presupuestos generales del Estado y
por otra por la cantidad que cada Comunidad aporte para la financiacién de
la dependencia.

La distribucién de la cantidad presupuestada para el nivel acordado dice
la ley que se repartird entre las Comunidades Auténomas teniendo en cuen-
ta los criterios de la poblacién dependiente, la dispersién geogrifica, la insu-
laridad, los emigrantes retornados y otros factores; senalando que podrdn ser
revisados por las partes.

El Consejo en cumplimiento de este mandato ha concretado los crite-
rios a que se refiere la ley, especialmente los otros factores, habiendo ya esta-
blecido para los ejercicios 2007 y 2008 criterios de distribucién, asi como la
ponderacién de los mismos™:

— Poblacién dependiente.

— Dispersién geogréfica.

— Insularidad.

— Emigrantes retornados

— Ortros factores: Renta per cdpita y pensién media de jubilacién de la
Comunidad.

53 Ley 39/2007, de 14 de diciembre. Art. 7 y 10.
> Ley 39/2007, de 14 de diciembre. Art. 32.3.

> Resolucién de 23 de mayo de 2007, del Instituto de Mayores y Servicios Sociales, por
la que se publica el Acuerdo de Consejo de Ministros, por el que se aprueba el marco de co-
operacién interadministrativa y criterios de reparto de créditos de la Administracién General
del Estado para la financiacién del nivel acordado, previsto en la Ley 39/2006, de 14 de di-
ciembre, de Promocién de la Autonomia Personal y Atencién a las personas en situacién de
dependencia.

Resolucién de 8 de agosto de 2008, del Instituto de Mayores y Servicios Sociales, por la que
se publica el Acuerdo de Consejo de Ministros, en su reunién del dfa 1de agosto de 2008, por
el que se aprueba el marco de cooperacién interadministrativa y criterios de reparto de créditos
de la Administracién General del Estado para la financiacién durante 2008 del nivel acordado,
previsto en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promocién de la Autonomia Personal y
Atencidn a las Personas en Situacién de Dependencia.
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Para la ponderacién de estos criterios el Consejo territorial ha acordado
utilizar como referencia las ponderaciones de la Ley 21/2001, por la que se
regulan las medidas fiscales y administrativas del nuevo sistema de financia-
cién de las Comunidades Auténomas de régimen comin y Ciudades con
Estatuto de Autonomia, adecudndolas a las peculiaridades de la Ley
39/2000.

Teniendo en cuenta los citados antecedentes legales, la financiacién del
nivel acordado del Sistema para la Autonomia Personal y Atencién a la De-
pendencia se realiza para el ejercicio 2007 del siguiente modo:

— Poblacién dependiente estimada, 94%
— Dispersién, 1,2%

— Insularidad, 0,6%

— Emigrantes retornados, 0,2%

— Superficie, 4%

Asimismo y con el fin de compensar los déficits de financiacién que
puedan derivarse de la participacién de los beneficiarios en el coste de los
servicios se crea un fondo adicional.

Su distribucién se realiza en funcién de la renta per cdpita disponible de
los hogares, en referencia a la poblacién dependiente en grado III menor de
65 afios de cada Comunidad Auténoma, y en funcién de la pensién media
de jubilacién, en referencia a la poblacién dependiente en grado III mayor
de 65 afios de cada Comunidad Auténoma.

El crédito de la Administracién General del Estado para el nivel acorda-
do distribuido en base a los anteriores criterios ha sido de 220 millones de
en el ejercicio 2007 y 241 millones en el 2008.

IV.3. DETERMINACION DE LA CAPACIDAD ECONOMICA Y PARTICIPACION DE
LOS BENEFICIARIOS EN EL COSTE DE LOS SERVICIOS Y PRESTACIONES

El tercer cauce de financiacién, ademds de la Administracién del Estado
y de las Comunidades Auténomas es el que se refiere a la participacién de
los beneficiarios. La Ley establece que los beneficiarios de prestaciones de
dependencia participardn en la financiacién de las mismas, segtn el tipo y
coste del servicio y de su capacidad econémica personal, de acuerdo con los
criterios que se establezcan por el Consejo Territorial del SAAD. Asimismo
establece que la capacidad econdémica del beneficiario se determinard, en la

forma que reglamentariamente se establezca, a propuesta de este rgano™.

56 Ley 39/2007, de 14 de diciembre. Art. 33.
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Es preciso, por tanto, que el Consejo Territorial se manifieste mediante
un acuerdo cuyo objeto sea la determinacién de la capacidad econémica de
los beneficiarios y establecimiento de los criterios minimos comunes de su
participacién econdmica en las prestaciones del Sistema, sin perjuicio de
que las Comunidades Auténomas o Administracién competente puedan
regular condiciones mas ventajosas.

La Comisién Delegada del Consejo ha trabajado desde la aprobacién de
la Ley en llegar a u acuerdo satisfactorio para todos, en el que, por una parte,
se establecieran criterios comunes precisos que garantizan la homogeneidad
de la cofinanciacién del beneficiario en todo el territorio nacional y, por otra,
se respetara la competencia de las Comunidades Auténomas en la regulacién
de esta materia. A la fecha de redaccién de este capitulo, existe un acuerdo
aprobado en el Consejo Territorial del Sistema con fecha 27 de noviembre de
2008. Algunas Comunidades se han abstenido por razones que tienen mds
que ver con el efecto que su aprobacién tiene sobre el reparto de la financia-
cién entre el Estado y las Comunidades y sobre a quién le corresponde con-
vertir esta Acuerdo en norma que sobre el contenido del mismo.

El Acuerdo contiene dos partes, que podian haber constituido acuerdos
diferenciados, no obstante por su interrelacién se acordé que formaran par-
te de un dnico acuerdo: La propuesta de determinacién de la capacidad
econémica del beneficiario y los criterios de participacién econémica del
beneficiario en las prestaciones del SAAD.

a) La determinacion de la capacidad econdémica

La capacidad econémica personal de los beneficiarios, de conformidad
con lo establecido en la Ley se determinard en atencién a la renta y al patri-
monio del beneficiario”.

Por lo tanto la primera cuestién que aborda el Acuerdo es qué se entien-
de por renta y por patrimonio a los efectos de esta Ley.

Se entiende por renta el concepto establecido en la regulacién del im-
puesto sobre la renta de las personas fisicas con algunas excepciones y mati-
zaciones. Asi se considera renta “los ingresos del beneficiario, derivados tanto
del trabajo como del capital, asi como cualesquiera otros sustitutivos de aque-
llos, atendiendo a la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre
la Renta de las Personas Fisicas y de modificacién parcial de las leyes de los
impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patri-
monio, o0, en su caso, a las normas fiscales que pudieran ser de aplicacién”.

57 Ley 39/2007, de 14 de diciembre. Art. 14.7.
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En los ingresos del beneficiario no se tendrdn en consideracién como
renta la cuantia de las prestaciones de andloga naturaleza y finalidad recogi-
das en el articulo 31 de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre.

Se plantean dudas en relacién con otros ingresos exentos en la determi-
nacién de la base imponible del impuesto, como son las prestaciones de
incapacidad permanente absoluta o los premios de sorteos de la loterfa na-
cional. Mi criterio es que en aras de la equidad deben computar de igual
forma en que lo hacen las pensiones de jubilacién.

Asimismo, se ha dejado pendiente a regulacién del Ministerio de Econo-
mia y Hacienda si las rentas derivadas de los seguros privados de dependen-
cia, a que se refiere el articulo 51.5 de la Ley 35/20006, de 28 de noviembre,
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas y de modificacién parcial
de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Resi-
dentes y sobre el Patrimonio, han de formar o no parte de la capacidad
econémica del beneficiario.

Por lo que se refiere al patrimonio del beneficiario, se considera que
forma parte del patrimonio “el conjunto de bienes y derechos de contenido
econémico de que sea titular, con deduccién de las cargas y gravimenes que
disminuyan su valor, asi como de las deudas y obligaciones personales de las
que deba responder, de conformidad con las normas fiscales que, en su caso,
pudieran resultar de aplicacién”. No se incluye ninguna referencia a la Ley
del impuesto sobre el patrimonio al encontrarse en trdmite de derogacién
este impuesto en la Cortes.

Sobre si la vivienda habitual debia o no formar parte del cémputo de
la capacidad econdémica se ha producido un intenso debate en la socie-
dad. Los Interlocutores Sociales se han manifestado en contra de que
computase en cualquiera de los supuestos. Las organizaciones de mayores
y de personas con discapacidad han manifestado también su preocupa-
cién por el tratamiento que el Acuerdo diera a este asunto. El Consejo
Territorial, yo creo que acertadamente, ha acordado que la vivienda habi-
tual s6lo compute en el supuesto de que el beneficiario perciba el servicio
de Atencién Residencial o la prestacién econémica vinculada a tal servi-
cio y no tenga personas a su cargo que contintden residiendo en dicha
vivienda. Es un hecho que existen diferencias importantes en los servicios
que conlleva la atencidn residencial respecto de el centro de dia o la ayu-
da a domicilio. En el primero servicio todas las necesidades que requiere
el beneficiario sanitarias, de cuidado asistencial durante las veinticuatro
horas del dia, asi como las de alojamiento y manutencién estdn cubiertas,
sin embargo quienes son atendidos en los demds servicios deben hacer
frente con sus propios recursos a Isa necesidades no cubiertos por el ser-
vicio, entre las que se encuentran las del alojamiento y manutencidn.
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Parece l6gico que se establezca un tratamiento diferenciado en estos dis-
tintos supuestos.

Determina lo que debe entenderse como personas a su cargo, conside-
rando como tales “el cédnyuge o pareja de hecho, ascendientes mayores de 65
afnos, descendientes o personas vinculadas al beneficiario por razén de tu-
tuela y/o acogimiento menores de 25 afos o mayores de tal edad en situa-
cién de dependencia o con discapacidad, siempre que convivieran con el
beneficiario y dependan econémicamente del mismo”.

En los supuestos de cotitularidad, como parece 18gico, sélo se computa
el porcentaje correspondiente a la propiedad del beneficiario.

“No se computardn en la determinacién del patrimonio los bienes y
derechos aportados a un patrimonio especialmente protegido de los regula-
dos por la Ley 41/2003, de 18 de noviembre, de proteccién patrimonial de
las personas con discapacidad y de modificacién del Cédigo Civil, de la Ley
de Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria con esta finalidad, del
que sea titular el beneficiario, mientras persista tal afeccién”. Esta medida es
coherente con los fines del patrimonio protegido. No serfa procedente esta-
blecer medidas tendentes a que las personas con discapacidad y sus familias
creen patrimonios de esta naturaleza con el fin de garantizar la atencién en
un futuro y que al mismo tiempo se graven computando a los efectos de
determinar la cofinanciacién. No obstante, y en coherencia si computan las
rentas derivadas de dicho patrimonio, cuando no se integren en el mismo y
se destinen a cualquier otro fin.

De especial interés es la forma en que computa el patrimonio en la de-
terminacién de la capacidad econémica. El Acuerdo establece que est com-
puta, incrementando la renta con un porcentaje aplicado al valor patrimo-
nio neto, que varia en funcién de la edad del beneficiario, dando con ello
cumplimiento al mandato de la Ley de que en la consideracién del patrimo-
nio se tendrd en cuenta la edad del beneficiario. Los porcentajes establecidos
son los siguientes: Un 5 por ciento a partir de los 65 afios de edad, un 3 por
ciento de los 35 a los 65 afos y de un 1 por ciento a los menores de 35
afos.

Recoge, asimismo, el Acuerdo, que computardn en la determinacién de
la capacidad econdémica las disposiciones patrimoniales realizadas por el be-
neficiario en los cuatro anos anteriores a la presentacién de la solicitud de
prestaciones del Sistema, en los términos recogidos en la Disposicién Adi-
cional Quinta de la Ley 41/2007, de 7 de diciembre, por la que se modifica
la ley 2/1981, de 25 de marzo, de regulacién del Mercado Hipotecario y
otras normas del sistema hipotecario y financiero, de regulacién de las hipo-
tecas inversas y el seguro de dependencia y por la que se establece determi-
nada norma tributaria.
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b)  Criterios de participacion econdmica del beneficiario en las prestaciones

del SAAD

La Ley establece que el beneficiario participard en la financiacién de las
prestaciones segin el tipo y coste del servicio y su capacidad econémica
personal®®. En aplicacién de este mandato el Acuerdo establece criterios de-
ferentes segtin se trate de servios del catdlogo o de prestaciones econémicas
y dentro de estas dos modalidades distingue entre servicios de atencidn resi-
dencial y otros servicios.

En cumplimiento del mandato de la Ley consagra la garantia de aten-
cién a quienes carezcan de recursos econdémicos, que se establece para quie-
nes reciben atencién en su domicilio en tener ingresos inferiores a un
IPREM. Para quienes reciban atencién residencial en la cantidad que las
Comunidades Auténomas establezcan como cantidad garantizada a los be-
neficiarios para gastos personales.

La Ley asimismo mandata que “para fijar la participacién del beneficia-
rio se tendrd en cuenta la distincidn entre servicios asistenciales y de manu-
tencién y hoteleros” . Sobre esta materia el Acuerdo se limita a sefialar que
se tendrd en cuenta y que deberdn ser asumidos por el beneficiario, en par-
te o en su integridad, cuando cuente con capacidad econémica suficiente
para ello, dejando que sea la Comunidad Auténoma quien fije o no tablas
especificas.

La determinacién concreta de la participacién del beneficiario le corres-
ponde a la Comunidad Auténoma o Administracién que, en su caso, tenga
la competencia, quien establecerd la tabla de participacién concreta para
cada servicio segun la capacidad econdémica del beneficiario. Su determina-
cién exacta se realizard mediante la aplicacién de una férmula matemdtica
que garantice la equidad en la progresividad de la participacién.

La cofinanciacién del beneficiario tiene como ejes fundamentales el cos-
te del servicio, que deberd establecerse para cada servicio por la Comunidad
Auténoma mediante la fijacién de un Indicador de Referencia, y la capaci-
dad econémica del beneficiario, sobre la cual se aplicard el porcentaje que en
cada supuesto corresponda.

El Indicador de Referencia de los servicios de atencién residencial y de
centros de dia estard en relacidn con el precio de concertacién de plazas en
centros de iniciativa privada. de la Ayuda Domicilio, el indicador se fijard en
funcién del tipo de servicio y de la intensidad respecto del cual se calculard
la aportacién del beneficiario.

% Ley 39/2007, de 14 de diciembre. Art. 33.1.
> Ley 39/2007, de 14 de diciembre. Art. 33.3.
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La participacién del beneficiario en el servicio de atencién residencial se
establecerd mediante la aplicacién de un porcentaje en funcién de su capa-
cidad econdémica, que estard comprendido entre el 70 y el 90 por ciento de
la misma, aplicados estos porcentajes de forma progresiva. En ningtn caso
esta participacién superard el 90 por ciento del indicador de referencia.

Por lo que se refiere a los servicios de Centros de Dia y Ayuda a domi-
cilio la participacién del beneficiario se establecerd en un porcentaje de su
capacidad econémica, comprendido entre el 10 y el 65 por ciento, sin que
esta participacién supere el 65 por ciento del indicador de referencia. Podrd
este porcentaje incrementarse si el servicio de Centro de Dia o de Noche
conlleva transporte y/o manutencidn.

Fija también el Acuerdo el destino de las prestaciones que perciba el
beneficiario de andloga naturaleza y finalidad del articulo 31 de la Ley
39/20006, sefialando que deberd ser destinada a la financiacién del coste del
servicio sin que en ningun caso la participacién del beneficiario supere el
precio de referencia del servicio que recibe.

Por lo que se refiere a la participacién del beneficiario en el coste de las
prestaciones econémicas que manda la Ley 59, la técnica que se incorpora
al acuerdo es la establecida en el Real Decreto Real Decreto 727/2007, de 8
de junio y en la regulacién utilizada por algunas Comunidades Auténomas
sobre esta materia, reducir la cuantia de la prestacién de forma progresiva en
funcién de la capacidad econémica hasta un limite porcentual.

“Sila capacidad econémica del beneficiario es igual o inferior al IPREM,
la cuantia de prestacién serd del 100 por 100 de la cantidad establecida para
cada una de las prestaciones en el Real Decreto anual de cuantias.

Si la capacidad econémica es superior al IPREM, la Comunidad Auté-
noma o Administracién que, en su caso, tenga la competencia establecerd
los indices de reduccién aplicables, sin que en ningtin caso la cantidad resul-
tante pueda ser inferior al 40 por ciento de la cuantia establecida anualmen-
te para las prestaciones econdmicas vinculada al servicio y de asistencia per-
sonal y del 75 por ciento para la de cuidados en el entorno familiar, salvo
que se haya reconocido algin tipo de compatibilidad con los servicios del
Catdlogo”.

Se establecen asimismo cautelas respecto a las prestaciones de andloga
naturaleza y especificamente respecto de la cuantia de la prestacién econé-
mica vinculada y de asistencia personal que no podrd en ningin caso ser
superior a la aportacién del beneficiario por el coste del servicio que recibe
asi como la obligacién del beneficiario de realizar un gasto igual o superior
a la cuantia méxima establecida para dichas prestaciones.

Finalmente el Acuerdo prevé la situacién de las personas en situacién de
dependencia que a la fecha de aprobacién del mismo estén atendidas en
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centros publicos o concertados. Para estos casos, comtempla el manteni-
miento del régimen de participacién que les fuera de aplicacién, salvo que
la nueva regulacién les fuera mds favorable o especificamente considere y
regule esta situacién.
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